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	7 de agosto de 1975
	Sesión número
	53

	Motivo: Amparo

	Recurrente: FERNANDO GUARDIA MONTEALEGRE - PRESIDENTE DE “FÁBRICA DE ALIMENTOS PARA ANIMALES FERNANDO GUARDIA M. SOCIEDAD ANÓNIMA”

	Recurrido: MINISTRO DE HACIENDA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que su representada formalizó en Nicaragua un contrato para la compra de mil doscientos quintales de frijoles negros y dieciocho mil ochocientos quintales de frijoles rojos, al amparo del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, del Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integración Económica Centroamericana y del Protocolo Especial sobre Granos Básicos (Protocolo de Limón). Que el Director General de Integración Económica y Comercio, del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, concedió la autorización correspondiente a la importación de los frijoles, autorización que fue revocada.  Que el administrador de aduana de Peñas Blancas, por órdenes del Ministro de Hacienda, negó sin ninguna base legal, el ingreso al país de ese grano. Que solicitó que se le diera la citada negativa al permiso de entrada de los furgones detenidos por escrito, lo cual no pude obtener de ninguno de los funcionarios.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que el Protocolo de Limón establece el libre comercio, condicionado a que los Estados cumplan con las disposiciones que contiene el mismo sobre la obligatoriedad de coordinar los programas de producción y abastecimiento, así como de mantener programas adecuados de estabilización de precios, obligaciones que no han sido cumplidas por la mayoría de los Estados signatarios, hecho por el cual el Protocolo no ha tenido plena vigencia.  Habiendo Costa Rica establecido una política de estabilización de precios en granos básicos y programas nacionales de producción y abastecimiento de los mismos, se encontraría en clara desventaja frente a los demás países del istmo si aplicara el libre comercio irrestricto. Que la orden de impedir la internación de un cargamento de frijoles propiedad del recurrente, se dio a instancias del Presidente Ejecutivo del Consejo Nacional de la Producción, y tal orden está fundamentada en la competencia que sobre las Aduanas del país, atribuye al suscrito el artículo 48 inciso 1° del Código Fiscal.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. La libertad de comercio que consagra el artículo 46 de la  Constitución no es un derecho subjetivo de carácter irrestricto o absoluto, puesto que está sometido a regulaciones o limitaciones de interés general; y no se descubre que en el presente caso el Ministro de Hacienda haya actuado en forma arbitraria, pues más bien lo hizo dentro del límite razonable de sus atribuciones y en vista de la necesidad de solucionar el grave problema relacionado con la política económica del Gobierno de la República y las consecuencias dañosas que acarrearía la importación masiva de granos en las circunstancias actuales. Los Magistrados Odio, Jacobo, Bejarano y Vallejo fundamentan su voto.


N° 52
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día siete de agosto de mil novecientos setenta y cinco, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Arroyo, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Odio, Fernández, Valverde, Villalobos, Zavaleta, Trejos, Porter y Benavides.
Artículo IV
Se entró a conocer el recurso de amparo interpuesto por el señor Fernando Guardia Montealegre como presidente de “Fábrica de Alimentos para Animales Fernando Guardia M. Sociedad Anónima” contra el Ministro de Hacienda, señor Porfirio Morera Batres, con base en los siguientes hechos:
“1.- En el mes de marzo próximo pasado, mi representada había formalizado en la República de Nicaragua dos contratos para la compra de mil doscientos quintales de frijoles negros y dieciocho mil ochocientos quintales de frijoles rojos, al amparo del TRATADO GENERAL DE INTEGRACIÓN ECONOMICA CENTROAMERICANA, DEL TRATADO MULTILATERL DE LIBRE COMERCIO E INTEGRACIÓN ECONÓMICA CENTROAMERICANA, DEL TRATADO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA Y DEL PROTOCOLO ESPECIAL SOBRE GRANOS BASICOS (PROTOCOLO DE LIMON), acuerdos de los cuales Costa Rica es por supuesto, signataria, con el objeto de importar los mismos al país.-
2.- A pesar de no ser ello necesario ya que los citados tratados y convenios garantizan el libre comercio inter-regional, me presenté donde el señor Odalier Villalobos González, Director General de Integración Económica y Comercio, del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, para que me concediera la autorización correspondiente a la importación de los frijoles negros.  El citado funcionario, conocedor de los tratados que rigen la materia, me extendió la nota fechada seis de junio de los corrientes, cuya copia debidamente sellada por el Ministerio acompaño, autorizando el libre ingreso al país de los mil doscientos quintales de frijoles negros, y de una vez, de los dieciocho mil ochocientos quintales más de frijoles rojos, los cuales se importarían oportunamente en virtud del contrato citado en segundo término.-
3.- Al llegar el primer furgón cargado con cuatrocientos treinta quintales de frijoles negros correspondientes al primer embarque a la frontera de Peñas Blancas del lado costarricense, el Delegado del Consejo Nacional de Producción, sin ninguna autoridad, se opuso a que el citado remolque entrara al país, en lo que estuvo de acuerdo el administrador de aduana de ese lugar, con tal de que el primero consiguiera una orden del Ministerio de Economía, Industria y Comercio dentro de las próximas horas.-

4.- El Presidente Ejecutivo del Consejo citado, quien ya había sido informado del asunto, le pidió entonces al Ministerio dicho el revocar la autorización dada, negándose éste a ello, en virtud de considerar que estaba procediendo legalmente, y sobre todo, por saber el titular de esa cartera que ya mi representada había establecido y ganado un recurso similar a éste, y que en caso de que un segundo recurso se declarara con lugar, por los mismos motivos, se haría acreedor a las penas señaladas en el artículo 18 de la Ley de Amparo.- (Acompaño al efecto, la primera página del periódico La Nación, del miércoles once de junio de los corrientes)
5.- Ahí debió haber concluido el asunto, acatando lo que había ordenado la Corte Interina en recurso de amparo de mi representada contra el Ministro citado, por resolución de las ocho horas del veintiocho de febrero próximo pasado, pero surgió entonces la idea de la leguleyada: el ignorar la resolución anterior pero sin responsabilidad ulterior para el autor de la violación.  Recurrió entonces el Presidente Ejecutivo del Consejo a otro Ministro para que diera la orden impidiendo la entrada al país del frijol en cuestión, sin que éste tuviera ninguna responsabilidad ulterior en caso de que se declarara con lugar un nuevo recurso, por las mismas causas.  Y nadie mejor que el Ministro de Hacienda, a quien le compete la administración de las aduanas, ya que pareciera a simple vista, que tiene facultades para decretar el cierre de las fronteras para ciertos productos, cuando lo cierto es que ello es competencia exclusiva de la Dirección General de Integración Económica y Comercio del Ministerio de Economía, Industria y Comercio.  Lo lógico hubiera sido que el señor Ministro de Hacienda no se hubiera prestado al juego, pero el caso es que los funcionarios del Consejo Nacional de Producción querían salirse con la suya y habían encontrado la forma ideal de pasarle por encima a una resolución judicial sin consecuencias desagradables.  Fue entonces que el Ministro contra el cual recurro, pasando por encima de la orden del Ministerio competente, ordenó el cierre de la frontera para los frijoles de mi representada, arrogándose facultades que no tiene y alegando ser el jefe de las Aduanas. (Por algo se dice que no hay peor arbitrariedad que la que se disfraza de legalidad). (Cada vez se acentúa más la costumbre en Costa Rica de pisotear las resoluciones judiciales, y ya me veo estableciendo otro recurso contra una orden arbitraria dada, digamos, por el Ministerio de Educación Pública o la Ministra de Cultura, Juventud y Deportes, a quien le han recargado momentáneamente el Ministerio competente para el caso.  Si lo hubieran hecho así esta vez, al menos nos encontraríamos ante una leguleyada bien hecha).-
6.- Traté entonces en la Dirección General de Aduanas de que me dejaran pasar la mercancía con base en la orden del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, alegando que era la oficina competente, a lo que me contestaron que el superior inmediato de ellos era el Ministro de Hacienda, y que tenían que cumplir lo ordenado por el mismo.  El Sub-Director de Aduanas llamó incluso al señor Odalier Villalobos para averiguar si algo se podía lograr, contestando el citado director de Integración Económica y Comercio que ya no era asunto de su competencia y que no podía intervenir.

7.-  De nuevo la solicitud de audiencia ahora con el señor Ministro de Hacienda, quien no me podía recibir por sus múltiples ocupaciones, habiendo delegado entonces en su Vice-Ministro, Lic. Alberto Moya, quien finalmente me recibió.  Expuesta la situación a este último funcionario (quien es abogado) se manifestó en la mejor disposición de ayudar, manifestándome que era difícil mantener la orden por cuanto no encontraba base legal para la misma (o sea, que confesaba que la misma era arbitraria), y que había solicitado al Consejo Nacional de Producción que le indicara con base en qué podía impedir la entrada al país de los frijoles de mi representada.  Prometió interceder ante el titular de la cartera para llegar a un arreglo satisfactorio y avisar el mismo día (diez de junio) en la tarde. Satisfecho, salí de la reunión.-

8.- Ese día no hubo respuesta del Lic. Moya, y cuál no sería mi sorpresa al día siguiente cundo recibí la tan ansiada llamada en que se me comunicaba que la orden se mantenía por cuanto era “política” del Gobierno el que no se importaran frijoles a Costa Rica.-
9.- Solicité entonces una copia de la orden girada al administrador de aduana de Peñas Blancas denegando la importación, la cual no me fue concedida (en el caso anterior).


De lo expuesto se evidencia que el señor Ministro de Hacienda ha dispuesto, arbitrariamente y sin competencia para ello, el cerrar la frontera a la importación de frijoles del área centroamericana, justificando su proceder con razones de hecho y no de derecho, al declarar que es “política” del Gobierno el proteger al productor nacional, y que está seguro de que el señor Presidente Oduber dará apoyo a la solicitud del Consejo, por cuanto las reservas del mismo son suficientes. (Gracias a Dios que no nos encontramos en Haití de “Papá Doc” Duvalier, donde el “apoyo” tiranuelo de turno significa una cosa muy distinta que en Costa Rica).


El último párrafo del artículo III del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, que no es sino una copia del artículo II del Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integración Económica Centroamericana, tratados de los cuales Costa Rica es signataria y que por supuesto se encuentran plenamente vigentes desde que no han sido denunciados, disponen que:

“Las mercancías originarias del territorio de los Estados  signatarios gozarán de tratamiento nacional en todos ellos y estarán exentas de toda restricción o medida de carácter cuantitativo, con excepción de las medidas de control que sean legalmente aplicables en los territorios de los Estados contratantes por razones de sanidad, de seguridad o de policía”.-

Por otro lado, el artículo VI del Tratado de Asociación Económica establece, en forma clara y precisa que:

“Las partes contratantes velarán porque ninguna disposición de tipo legislativo o administrativo dificulte indebidamente la libre circulación de personas, bienes y capitales entre ellas”.-

En otras palabras, que de acuerdo con los citados tratados, cualquier mercancía originaria de los territorios de los Estados contratantes, se deberá tener, necesariamente, como nacional, debiendo velar los Estados signatarios porque no se dificulte indebidamente la libre circulación de la misma por disposiciones de tipo legislativo o administrativo. .-  Consecuentemente, cualquier acto, ya sea negativo o positivo, que “amenace o restrinja la libertad de comercio”, estaría violando el artículo 46 de la Constitución Política, a menos que se deba a medidas de control por razones de sanidad, seguridad o policía, situaciones antes las cuales definitivamente no nos encontramos, ya que en el supuesto caso que se dieran, no competería al Ministerio citado aplicarlas, sino al Departamento Técnico correspondiente del Ministerio de Agricultura y Ganadería o al Ministerio de Seguridad Pública.  Además de los Tratados citados, se estaría violando el Protocolo Especial Sobre Granos Básicos (Protocolo de Limón), el cual se firmó en ejecución del Tratado primeramente citado, y como dice su considerando II, “… a fin de facilitar el libre comercio de tales artículos…” refiriéndose primordialmente a los frijoles, el cual establece en su artículo primero que:

“Los Estados contratantes regularán la comercialización e intercambio de granos básicos del área centroamericana, entendiéndose por estos, 
el maíz, arroz, FRIJOL y maicillo (sorgo); coordinarán las políticas nacionales de producción y abastecimiento y ASEGURARÁN LA MAS AMPLIA LIBERTAD DE COMERCIO.”

La disposición del Ministerio, al negarle a mi representada el permiso de entrada al país del frijol en cuestión, aparte de estar viciada de nulidad por haber sido dictada por un funcionario sin competencia para ello, ya que la práctica administrativa ha sido de que el comercio centroamericano compete exclusivamente a la Dirección General de Integración Económica y Comercio, órgano del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, y carecer de la más elemental cortesía al pretender pasar por encima de una orden de otro Ministerio con su mismo rango,  coloca  a mi representada en imposibilidad de cumplir con sus compromisos, y la perjudica gravemente, pues el contrato firmado en la República de Nicaragua contiene una seria cláusula penal para el caso de incumplimiento.-


Por tratarse de una violación que le está causando a mi representada un perjuicio grave e irreparable, irreparable y actual, ya que el primer furgón se encuentra detenido en la frontera Norte, ser el grano perecedero y no existir ningún otro procedimiento a mi alcance apto para obtener la adecuada protección a mis derechos constitucionales, pido ordenar se autorice de inmediato el ingreso al país de los furgones con el frijol consignado a favor de mi representada, mientras se tramita y resuelve el recurso, todo de conformidad con lo que al efecto dispone el artículo 13 de la Ley de Amparo.-

En tratándose de una negativa emanada directamente del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, no tendría objeto ningún otro reclamo o recurso administrativo contra ella, por lo que no queda sino la alternativa del recurso que establezco.-


Con base en los Tratados y Protocolo citados, artículos 48 y 46 de la Constitución Política, y 71, inciso segundo de la Ley Orgánica del Poder Judicial en relación con la Ley de Amparo, número 1161 de 2 de junio de 1950, la reiterada práctica administrativa y Resoluciones número cinco de las catorce horas del veintisiete de febrero de mil novecientos setenta, en Recurso de Amparo de “Avícolas Granjero, S.A.” contra el Ministerio de Agricultura y Ganadería y el Jefe de la Sub-Dirección de Sanidad Animal de ese Ministerio, y resolución de las ocho horas del veintiocho de febrero próximo pasado, en recurso de mi representada contra el señor Ministro de Economía, Industria y Comercio, ambas de la Corte Interina, 

PIDO:
a) Que se declare con lugar el presente recurso por ser la orden impartida por el Ministro de Hacienda arbitraria, autorizando el ingreso al país de los frijoles originarios de Nicaragua, los cuales se deberán tener como nacionales, declarando en consecuencia que la orden del Ministerio ordenando el cierre de la frontera para esa mercancía es violatoria de la libertad de comercio consagrada en el artículo 46 de la Constitución Política y debe cesar de inmediato, bajo los apercibimientos del artículo 16 de la Ley de Amparo.-

b) Que se le ordene al administrador de Aduana de Peñas Blancas, frontera Norte, que de inmediato debe autorizar el ingreso al país del grano en cuestión”.-

c) Que se condene al Estado al pago de ambas costas de esta acción, de acuerdo con el artículo 22 de la Ley de Amparo en relación con los artículos 131 a 134 del Código de Procedimientos Penales.  Insisto en el punto de la condenatoria en costas, pues como dije anteriormente, el Estado podría seguir restringiendo mis derechos constitucionales mediante el expediente de que sea otro Ministro quien dicte la orden arbitraria en cada ocasión, o recargando sus funciones en otro, de modo que no haya sanciones efectivas, ocasionándole por otro lado a mi representada serios trastornos y altas erogaciones por concepto de paralización de actividades y honorarios profesionales”.

|
El señor Ministro de Hacienda rindió el siguiente informe:

“1.- A fines del año 1972 se vino a dar el fenómeno de escasez de granos básicos en el mercado mundial; concretamente la falta de frijoles en sus diferentes clases o tipos.  El Consejo Nacional de la Producción, en cumplimiento de sus fines de estabilización de precios y fomento de la producción y cumpliendo con una de sus principales obligaciones, la de procurar que esa escasez no afectara a los consumidores nacionales, estableció una política de compra suficiente de frijoles.
2.- Como fenómeno inevitable de oferta y demanda, al escasear los frijoles, el Consejo Nacional de la Producción tuvo que pagar precios excesivos por ese producto y a esos altos precios llenó sus bodegas, aumentando sus existencias al máximo posible.

3.- Simultáneamente y de conformidad con una política adoptada de acuerdo con el Poder Ejecutivo, se adoptó un plan nacional de fomento de la producción que ha dado óptimos resultados, lográndose con ello un autoabastecimiento en materia de granos básicos y que se espera nos lleve hasta una situación de superproducción.

4.- En el mercado mundial se ha dado también un excedente en la producción de frijoles y con ello, una sensible baja en los precios.  No obstante, el Consejo Nacional de Producción, como medida básica de fomento, fijó precios de sustentación que fueran estimulantes para los agricultores pero por supuesto, para los agricultores nacionales y no para los demás productores del área centroamericana.

5.- El Poder Ejecutivo estima que la diferencia de precios de compra y los precios del mercado actual, oscila alrededor de un 50%, lo que significa para el Consejo de Producción, una pérdida aproximada de cien millones de colones.  Esa pérdida no puede incrementarse dando campo abierto para que algunos comerciantes se aprovechen de un esfuerzo nacional y realicen magníficos negocios a base de precios de estímulo a la producción.

6.- El Consejo Nacional de Producción en ejecución de una política de ámbito nacional, ha abierto grandes facilidades a los agricultores y les fija precios de sustentación a sus productos; estos precios, frecuentemente son superiores al precio de mercado.  Esta política de carácter financiero y económico y de fomento nacional, no debe entenderse tal que produzca el absurdo fenómeno de que Costa Rica pasa a subvencionar a los agricultores del resto del área centroamericana.
7.- Precisamente para evitar tales fenómenos que darían al traste con cualquier política o programas nacionales de estabilización de precios, los países centroamericanos firmaron el Protocolo Especial de Granos (Protocolo de Limón) cuyo Considerando reza: “Los Gobiernos de Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica, Considerando: Que el Tratado General de Integración Económica Centroamericana y de Protocolo, suscritos en Managua el 13 de diciembre de 1960 y en Tegucigalpa el 16 de noviembre de 1962, respectivamente, disponen que la regulación del intercambio regional de maíz sin moler, y entre algunos países, la de arroz, frijol y maicillo, estará sujeta a un protocolo o convenio especial, que además coordine las políticas de abastecimiento de los Estados y asegure la más amplia libertad de comercio intrarregional de tales granos.  Que en los países signatarios existen programas nacionales de estabilización de precios, de mayor o menor efectividad, para uno o más de los productos anteriores, programas cuya coordinación y regionalización, resultan necesarias, a fin de facilitar el libre comercio de tales artículos, de conformidad con los referidos instrumentos;…”

Cabe destacar que, aunque dicho Protocolo establece el libre comercio, este está condicionado a que los Estados cumplan con las disposiciones que contiene el mismo sobre la obligatoriedad de coordinar los programas de producción y abastecimiento, así como de mantener programas adecuados de estabilización de precios.

En efecto, el artículo 2 del Protocolo obliga a los Estados signatarios a “formular y ejecutar programas nacionales de producción y abastecimiento de granos básicos, a coordinar dichos programas a nivel centroamericano de acuerdo con las necesidades de la integración y del desarrollo económico equilibrado de los Estados contratantes, a fin de adoptar en aquellas materias una política uniforme y que regule y ordene el intercambio de tales productos.”  A su vez el artículo 7 del mismo obliga a “fortalecer y mantener programas adecuados de estabilización de precios de granos básicos, a coordinar dichos programas y darles un alcance centroamericano en cuanto las circunstancias lo permitan”.-


Las obligaciones en mención no han sido cumplidas ni puestas en práctica por la mayoría de los Estados signatarios, hecho por el cual el Protocolo aunque vigente, carece todavía de eficacia al no haberse adoptado “una política uniforme que regule y ordene el intercambio de tales productos”, como establece el artículo 2 in fine, del Protocolo de Limón.   Prueba de lo dicho es que los Gobiernos de Centroamérica han reconocido en la Resolución tomada en el Quinto Período de Sesiones de la Tercera Reunión de Ministros de Economía de Centroamérica, celebrada del 17 al 2 de diciembre de 1970 (más de cinco años después de la firma del Protocolo), y que consta en el Acuerdo Segundo del capítulo referente a Coordinación de la Política Agrícola (Anexo 7), cuyo párrafo primero establece: “Que el desarrollo agrícola en el Mercado Común debe basarse  no sólo en el libre comercio y en la equiparación arancelaria sino también en la coordinación de las políticas y programas nacionales de producción, comercialización e industrialización de los bienes procedentes del mismo sector; en el pleno cumplimiento del Protocolo Especial sobre Granos, mediante la superación de los obstáculos institucionales, financieros o de otra naturaleza que han impedido hasta ahora su adecuada ejecución, y, finalmente en la ampliación de las atribuciones de la Comisión Coordinadora de Mercadeo y Estabilización de Precios, para que esta pueda cumplir a cabalidad las funciones que aquel instrumento le señala y exige la política acordada en esa oportunidad” (los subrayados no consta en el original).

Ante tales circunstancias, los Estados Centroamericanos han tenido que adoptar mecanismos, que permitan que el comercio de granos se realice en forma orientada, de tal manera que no existan distorsiones en el intercambio de los mismos.  Habiendo Costa Rica establecido una política de estabilización de precios en granos básicos y programas nacionales de producción y abastecimiento de los mismos, se encontraría en clara desventaja frente a los demás países del istmo si aplicara el libre comercio irrestricto, por cuanto, al fijar precios mayores para la compra de dicho grano con objeto de estimular la producción nacional, en relación con los existentes en los demás países centroamericanos, los granos provenientes de ellos inundarían el mercado nacional con grave perjuicio para la economía costarricense.


Los países miembros del Mercado Común Centroamericano han aceptado aplicar actualmente este tipo de autorregulaciones de intercambio, no sólo en lo referente a granos, sino también en cuanto a otros artículos como los considerados “rubros sensitivos” (calzado, vestuario y textiles), para los cuales, pese al libre comercio irrestricto  establecido en el Tratado General de Integración Económica Centroamericana, se ha adoptado un sistema de cuotas de tal manera que no existan distorsiones en el comercio.  Dichas medidas han sido consecuencia de la situación especial en que se encuentra la integración centroamericana, en donde dos de sus Estados Signatarios no tienen desde 1969 relaciones económicas y comerciales. Esta situación ha obligado a los otros a establecer mecanismos ad hoc que modifican sustancialmente la letra y espíritu de los tratados, convenios y protocolos suscritos originalmente, para adaptarlos a la realidad económica-jurídica imperante en Centro América.


Que el Protocolo de Limón aunque vigente por ratificación de los Estados signatarios, carece todavía de eficacia al no haberse establecido los mecanismos previstos, aparece claramente de la Declaración de los Presidentes de Centroamérica, celebrada en Jalapa, Nicaragua en fecha tan reciente como 13 de febrero de este mismo año. En dicha reunión se acordó lo siguiente: 

a) Recomendar a los institutos de estabilización de precios que coordinen su acción en lo que respecta a las importaciones y exportaciones de granos con la intención de dar preferencia a los requerimientos de la región, y mientras se adopten los mecanismos que permitan alcanzar los objetivos y propósitos del protocolo de Limón, dar cumplimiento a las disposiciones de dicho instrumento relacionado con la realización de consultas periódicas para coordinar campos, tales como el abastecimiento regional de granos básicos y política de sustentación de precios.

O sea, que el Protocolo de Limón aunque vigente por la ratificación de todas las Partes contratantes, carece todavía de eficacia ya que no se han adoptado a la fecha, los mecanismos, que permitan alcanzar los objetivos y propósitos de dicho Instrumento.  Y es que la eficacia, ya no la mera validez de un Tratado, depende de la voluntad de las Partes al regular efectivamente sus relaciones por las disposiciones del Tratado.  Tal principio ha quedado dramáticamente demostrado al haberse separado de hecho de la integración centroamericana, dos de los Estados signatarios que no mantienen desde hace varios años, relaciones económicas ni comerciales. El libre comercio de granos entre los países de Centroamérica está condicionado a la aplicación total y efectiva de todas las disposiciones y mecanismos previstos en el Protocolo de Limón, ya que de lo contrario, tal libre comercio desestabilizaría todas las políticas de producción y abastecimiento adoptadas por cada uno de los Estados miembros, violándose los fines y propósitos tenidos precisamente en cuenta al momento de suscribirse aquel instrumento internacional, evidenciados en el texto del artículo 2 del Protocolo de Limón, cuyo texto reza: 
“Los Estados signatarios se obligan a formular y ejecutar programas nacionales de producción y abastecimiento de granos básicos, a coordinar dichos programas a nivel centroamericano de acuerdo con las necesidades de la integración y del desarrollo económico equilibrado de los Estados contratantes, a fin de adoptar en aquellas materias una política uniforme y que regule y ordene el intercambio de tales productos.”
8.- Aduce además la empresa recurrente que la orden impartida por este Ministerio, de no permitir el libre comercio de los frijoles procedentes de Nicaragua destinado a dicha empresa, constituye una medida unilateral violatoria de las disposiciones contenidas en los artículos III del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, II del Tratado Multilateral del Libre Comercio e Integración Económica Centroamericana y 1° del Protocolo Especial sobre Granos.  Al efecto cabe establecer que cuando alguna de las Partes Contratantes se considere afectada por disposiciones que en su criterio afecten sus intereses, debe emplear los recursos a que se refiere el artículo XXVI del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, así como los artículos 2, 3, 4, 5, 15, 17, 18 y 31 del Reglamento sobre Procedimientos para Resolver Conflictos en el Mercando Común Centroamericano, de 27 de marzo de 1968, publicado en la Gaceta N° 83 de 7 de abril de 1968.

No habiéndose agotado los recursos y trámites referidos el recurso de amparo que nos ocupa es improcedente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 inciso d) de la Ley de Amparo.  En el sentido apuntado se pronunció la Corte Suprema de Justicia en resolución de las diez horas del 5 de junio de 1970.

Por otra parte en el recurso de amparo se ha invocado violación al artículo 46 de la Constitución, en el cual se garantiza la libertad de comercio.  Sin embargo consideramos que en materia de tratados internacionales y concretamente en los que regulan el proceso de integración económica centroamericana, lo que se trata de establecer para una serie de rubros es su libre comercio, cosa muy diferente al concepto de libertad de comercio.  En efecto el libre comercio es un sistema que como tal está reglamentado y obedece a una serie de normas que lo orientan como una acción positiva que de manera alguna debe conducirlo a ser un estorbo o a producir efectos negativos sobre las políticas nacionales, en este caso la de autoabastecimiento nacional de granos básicos que ha adoptado nuestro país.
Precisamente en la última reunión de Vice Ministros de Economía, realizada entre el 18 y el 20 de junio del presente año en Tegucigalpa el representante de Nicaragua solicitó que se convoque a la Reunión de Directores de los Organismos de Estabilización de Precios del Área par que estos le permitan a su país colocar el superávit de granos de que en este momento dispone.  Los viceministros de Economía de Centroamérica acordaron convocar a dicha reunión para conocer este asunto.

De tal manera el caso presente no es un acto que estorbe la libertad de comercio que debe garantizarse dentro del territorio nacional sino de un hecho que debe contemplarse dentro de las normas que regulan el llamado Protocolo de Limón, siéndole aplicables los procedimientos previstos en el artículo 2 de dicho Protocolo.

9.- Las consideraciones señaladas anteriormente, fundamentan la medida tomada por el Ministerio de Hacienda a mi cargo, que es objeto del presente Recurso de Amparo.


La orden de impedir la internación de un cargamento de frijoles propiedad del recurrente, se dio por mi Despacho a instancias del Presidente Ejecutivo del Consejo Nacional de la Producción, y tal orden está fundamentada en la competencia que sobre las Aduanas del país, atribuye al suscrito el artículo 48 inciso 1° del Código Fiscal.


Finalmente afirma el recurrente que la Corte Interina, el Recurso de Amparo establecido por su representada ordenó revocar una resolución del Ministerio de Economía, Industria y Comercio en caso similar a este.  Me permito llamar la atención de los señores Magistrados acerca de que si bien es verdad que se declaró con lugar el mencionado recurso, también lo es que en esa oportunidad, la Corte no hizo ningún estudio no pronunciamiento de fondo, ya que acogió el recurso por la única razón de que la contestación se presentó extemporáneamente.  Es decir se trató de una sanción formal establecida por la ley, pero que no produjo ninguna jurisprudencia al respecto.  De modo que no es cierto que el procedimiento del suscrito se deba al deseo de evadir alguna orden o pronunciamiento del Corte Suprema de Justicia; contrariamente, es el ejercicio de su propia competencia que le otorga el Código Fiscal y el Código Aduanero Uniforme Centroamericano y su reglamento.


Por los motivos invocados y citas de ley, pido a los señores Magistrados con todo respeto se declare sin lugar el recurso de amparo interpuesto”.-


Discutido ampliamente el asunto, se acordó, por unanimidad, declarar sin lugar el recurso, con fundamento en las siguientes razones:
I.- En el recurso se alega que el señor Ministro de Hacienda carecía de aptitud legal para dar la orden que se impugna; pero no lleva razón el recurrente al afirmarlo así, pues las aduanas el país están bajo la dependencia de ese Ministerio, según lo prescribe el artículo 48 del Código Fiscal; y también el Código Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA), aprobado por Ley N° 3421 de 6 de octubre de 1964, establece lo mismo al disponer en su artículo 13, que “el servicio aduanero depende del Poder u Organismo Ejecutivo, en el ramo de Hacienda”.

II.- Todas las cuestiones que se plantean en el recurso y que se relacionan con el régimen de LIBRE COMERCIO y los Tratados o Convenios Internacionales que rigen en el área centroamericana, solo podrían discutirse en vía de amparo si a la vez estuvieran vinculadas a algún problema de orden constitucional, con la consiguiente infracción de normas de ese rango; porque de lo contrario, mientras se trate sólo de la pretendida o posible violación de aquellos Tratados o Convenios, el quebranto no podría dar lugar a un recurso de esta índole, que se concede únicamente para mantener y restablecer derechos constitucionales, según lo dispone el artículo 48 de la Constitución Política. Por lo tanto, y sin que sea necesario adentrarse ahora en el examen de las diferencias jurídicas que puedan existir entre el régimen de libre comercio y la garantía establecida en el artículo 46 de la Constitución, y aunque ciertamente de ello se ocupó el señor Ministro en su respuesta al recurso, pues señaló que la noción de “libre comercio es cosa muy diferente al concepto de libertad de comercio”, lo que corresponde es referirse, tan sólo al pretendido quebranto del artículo 46,  pues las demás cuestiones planteadas no son materia de amparo.

III.- La libertad de comercio que consagra el artículo 46 de la  Constitución no es un derecho subjetivo de carácter irrestricto o absoluto, puesto que, como todos los derechos, está sometido a regulaciones o limitaciones de interés general; y no se descubre que en el presente caso el Ministro de Hacienda haya actuado en forma arbitraria, pues más bien lo hizo dentro del límite razonable de sus atribuciones y en vista de la necesidad de solucionar el grave problema que el señor Ministro expone en su escrito de contestación, relacionado con la política económica del Gobierno de la República y las consecuencias dañosas que acarrearía la importación masiva de granos en las circunstancias actuales.  Las reglas de la Constitución Política no pueden interpretarse aisladamente sino en armonía con las otras que guarden relación, pues en algunos casos la Constitución establece una garantía al parecer absoluta, pero cuya relatividad se torna evidente al vincular dicha garantía otros cánones constitucionales.  Así ocurre con el artículo 46 en cuanto garantiza la libertad de comercio, pues aparte de que esa garantía lo que significa, en síntesis, es el derecho al ejercicio del comercio conforme a las regulaciones razonables que dicte el Estado, cabe poner de relieve que el artículo 50 de la propia Constitución obliga a los órganos del Gobierno a organizar y estimular la producción; y es obvio que esos estímulos comprenden la adopción de una política de precios justos para los productores, desde que por allí se favorece la producción y se consigue un abastecimiento suficiente de los productos que necesitan para su subsistencia “todos los habitantes del país”, sin tener que recurrir a la importación de artículos de consumo básico que pueden producirse en el territorio nacional, y evitando de esa manera que los fondos en divisas tengan que utilizarse para llenar esas necesidades, lo que también constituye una medida de interés público, dirigida a prevenir los trastornos que se producen en la economía nacional a causa del desequilibrio monetario.-
IV.- De todo lo expuesto se concluye que la orden dictada por el Ministro de Hacienda, mediante la cual se le prohibió a la Sociedad recurrente la importación de frijoles a través de la frontera con la República de Nicaragua, no infringe la garantía establecida en el artículo 46 de la Constitución Política, y por ello el recurso de amparo debe denegarse.


Los Magistrados Odio, Jacobo, Bejarano y Vallejo se apoyan también en las siguientes consideraciones para denegar el recurso:


Para hacer un acertado enfoque de este recurso de amparo, se requiere colocar los hechos en su verdadero ámbito  jurídico.  La materia de que versa el trasfondo del mismo, está específicamente reglamentada por disposiciones de carácter supranacionales. En situaciones conflictivas como las que refiere la sociedad recurrente, existen soluciones y procedimientos contemplados, tanto en el artículo XXVI del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, aprobado por Ley N° 3150 de 29 de julio de 1963, como en el “Reglamento Sobre Procedimientos para Resolver Conflictos en el Mercado Común Centroamericano”, del 27 de marzo de 1968.  Haciendo abstracción del invocado interés lesionado de la firma “Fábrica de Alimentos para Animales, Fernando Guardia M., S.A.” está primordialmente en juego el ejercicio práctico de un sistema comunitario del área y al cual se adhirió Costa Rica al suscribir tratados y Protocolos.-  La proyectada importación de frijoles por la recurrente desde Nicaragua, no debe calibrarse a través de un irrestricto criterio liberal, sin trabas ni limitaciones.  En el ordenamiento positivo vigente, la importación, sobre todo de granos, está sometida en primer lugar a reglas de obligatoria aplicación cuando surgen problemas dentro del Area, y, en segundo lugar a eventuales situaciones de interés público interno.-  La lesión patrimonial que se protesta en el recurso, puede ventilarse de acuerdo con la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en cuanto al aspecto de haber sido revocada la orden de importación por el señor Ministro de Hacienda, después de la autorización extendida por el Director General de Integración Económica y Comercio del Ministerio de Economía, Industria y Comercio.  No es dable calificar como arbitraria la decisión del señor Ministro al cerrar la importación de frijoles por razones de conveniencia y oportunidad, al existir programas, que son públicos y notorios, acerca de los ingentes esfuerzos para promover la producción en el territorio nacional y la fijación de precios con la intervención de Organismos Públicos, como el Consejo Nacional de la Producción, encomendados por ley a coordinar todo lo relativo al incremento y fijación del precio de los granos. (Doctrina del artículo 50  Constitución Política).

Se concluye así que en el fondo de la cuestión planteada, no se vulnera el artículo 46 de la Carta Magna, que garantiza la libertad de comercio, porque las supuestas violaciones al libre ejercicio del comercio, en lo que atañe al Area Centroamericana, están regidos por Tratados, Convenios, Protocolos y Regulaciones especiales.  Y aun prescindiendo de tales ordenamientos, la firma supuestamente agraviada conserva el derecho de enderezar sus pretensiones, recurriendo a otras vías idóneas, distintas del amparo. 
